Plan de acción en defensa y promoción de los derechos civiles y políticos

Los motivos para presentar este Plan de Acción.

1. Como se recoge en los principios y fundamentos del Plan de Paz y Convivencia, aprobado por el Gobierno Vasco, el respeto a la dignidad humana y a todos los derechos humanos constituyen el fundamento último de un orden de convivencia que aspire a ser reconocido como libre, democrático, justo y solidario.

Por encima de las legítimas diferencias entre proyectos partidarios, los derechos humanos son el suelo común compartido por el conjunto de la ciudadanía y de las instituciones. Son el punto de partida sobre el que construir un futuro de convivencia en Paz. Pero, más allá de manifestaciones retóricas, la credibilidad en la defensa de los derechos humanos exige un compromiso decidido frente a cualquier trasgresión. Sin ningún tipo de exclusión ni de discriminación. Esa es la máxima fundamental que guía a este Gobierno. 

2. Lamentablemente, en el ámbito de la confrontación política, en numerosas ocasiones se defiende una visión unilateral, según la cual nuestra reivindicación es la principal, la única, la que merece la pena, olvidando o negando otras que, al parecer, son patrimonio del discurso del oponente político. Todavía en la Euskadi del siglo XXI seguimos empeñados en ese absurdo debate de interpretar que la denuncia de una trasgresión implica la justificación de otra. Desde esta perspectiva, se califica peyorativamente como de “equidistancia” lo que, en nuestra opinión, debería ser un patrimonio común e irrenunciable de la ciudadanía: la defensa de todos los derechos de todas las personas de forma indivisible e interdependiente.

3. La sociedad vasca actual no acepta a quienes reivindican los derechos individuales de las personas detenidas o los derechos colectivos del Pueblo vasco, pero, al mismo tiempo, evitan condenar los atentados de ETA. Por otro lado, hay, también, quién alza su voz para condenar el terrorismo de ETA, pero mira para otra parte cuando se trata de denunciar otras violaciones, como la tortura, o cuando se aprueban legislaciones que recortan los derechos civiles y políticos de una parte significativa de la sociedad vasca. 

Hay que tener gallardía de defender todos los derechos humanos para todas las personas y en todo momento, porque la defensa de los derechos humanos “a la carta” no tiene ninguna credibilidad ética ni moral.

4. Por este motivo, al Gobierno Vasco no le tiembla –ni le temblará- la voz para condenar la violencia de ETA, pero tampoco estamos dispuestos a guardar silencio frente a las otras trasgresiones de derechos humanos que sufre la sociedad vasca. El Gobierno Vasco entiende que el principio de indivisibilidad de los derechos humanos exige también concienciar a la ciudadanía para que adopte una actitud de exigencia firme y democrática en la defensa de los derechos civiles y políticos, en definitiva, de los derechos humanos que nos corresponden como personas.

Un reto de profundización democrática

5. Ciertamente, el actual contexto internacional dibuja un panorama sombrío para la garantía de los derechos humanos. El eterno debate entre libertad y seguridad parece vivir una fase de políticas restrictivas, que cuestiona la superioridad de los derechos y las libertades individuales frente a la seguridad del Estado. 

6. La tendencia internacional hacia políticas de seguridad y de recorte de derechos y garantías fundamentales tiene su particular reflejo en el Estado español, en donde el fenómeno terrorista de ETA ha generado una legislación antiterrorista de índole excepcional. Una legislación antiterrorista que ha venido desplegando sus medidas desde hace décadas para luchar contra la amenaza de ETA. Pero, hasta la legislación excepcional contraterrorista tiene sus límites. Estos límites son la verdadera prueba de fuego de la democracia que demuestra ahí su existencia, fortaleza y calidad. Porque sin límites no hay verdadero Estado de Derecho ni tampoco plena Democracia. 

7. Los Derechos civiles y políticos señalan los límites, las líneas rojas que no deben cruzar los poderes públicos, ni siquiera con el argumento de garantizar la seguridad de los ciudadanos. En los últimos años, esa primera frontera ha sido rebasada de forma generalizada desde diversos frentes, hasta el punto de provocar una creciente zozobra y preocupación en la sociedad vasca. Se está generando una crisis de confianza de la ciudadanía en el propio sistema que mina la necesaria credibilidad en las instituciones democráticas. No se trata de “desarmar” al Estado frente al terrorismo, sino de armar democrática y éticamente al Estado de Derecho en su lucha contra la violencia desde parámetros jurídicos que respondan a los principios de igualdad ante la Ley y de respeto a los derechos humanos de todas las personas, cualquiera que sea su perfil. 
8. En la actual legislación excepcional antiterrorista, subyace una imagen del ciudadano como “enemigo”, que propicia recortes de ámbitos de libertad personal y acaban por laminar de forma progresiva el suelo ético y de valores que animan y cohesionan los derechos humanos. 

Esta legislación se ha ido extendiendo como una mancha de aceite hasta desdibujar los propios límites de los derechos individuales de las personas. En este sentido en el Estado Español, la toma en consideración de nuevos tipos penales ha reforzado la práctica interpretativa de algunos jueces de la Audiencia Nacional para proceder a una nueva relectura del significado de ETA, sobre todo a partir del llamado sumario 18/98. 
El problema surge cuando el calificativo de terrorismo se extiende al entorno de personas que desarrollan actividades coincidentes en los fines políticos. De esta forma, el principio de no criminalización de los fines, establecido por el Tribunal Supremo en la Sentencia condenatoria a HB, se ha ido progresivamente vaciando. 

En este nuevo “escenario jurídico” en el que el delito de amenazas puede ser genérico, en el que el delito de colaboración con ETA depende más de “lo que se dice” –de las actitudes y de los fines que se comparten- que “de lo que se hace” –los hechos delictivos imputados individualmente- y en el que el delito de apología permite que los tribunales penales juzguen discursos políticos, cualquier ciudadano se puede ver expuesto a una acusación difusa y sin todas las garantías para defender su presunción de inocencia.

Incumplimiento de los Tratados Internacionales

9.- Para completar el círculo de la legislación de excepción se aprobó la denominada ley para el cumplimiento íntegro y efectivo de las penas. La nueva reforma apuntaba materialmente a una condena perpetua encubierta, aderezada por una política de dispersión y alejamiento contraria a los instrumentos internacionales de derechos humanos ratificados por el Estado español.

10. Pero el problema no se reduce a la nueva definición legislativa del terrorismo y su entorno. Ni siquiera a la inseguridad generada por la Ley de Partidos. El recorte de libertades fundamentales se profundiza por unas prácticas procesales que protagonizan jurisprudencias creativas al límite. Medidas cautelares que deben servir para asegurar que los acusados no eludan la actuación de la Justicia, se escenifican como penas adelantadas que despliegan, en un solo acto, la suspensión de partidos políticos o el cierre “preventivo” de medios de comunicación, sin que medie una sentencia firme, ni sea posible revertir los efectos de la medida cautelar aplicada.
A su vez, las medidas provisionales en relación con personas físicas y jurídicas, -a las que se supone inocentes por mandato constitucional-, junto con la dilación instructora de la Audiencia Nacional, dan lugar a la aplicación injustificada de la prisión “preventiva” a numerosas personas, y, en muchas ocasiones, a su puesta en libertad sin haber sido juzgados al cabo de varios años de prisión. Todo ello, con infracción manifiesta del derecho fundamental a la presunción de inocencia y a un procedimiento sin dilaciones indebidas.

11. Además, se ha dado la circunstancia añadida de que algunos jueces han aprovechado este marco legal para censurar, controlar, supervisar e incluso dirigir la acción política. De esta forma, el “Gobierno de los jueces” ha dejado sin espacio al “Gobierno de los representantes políticos”, impidiendo que se despliegue su normal función en el mercado libre y abierto de las ideas que debería ser la Democracia. El elenco penal y su ambigüedad han contribuido a despertar líneas de interpretación inimaginables sólo unos años atrás y que tienen como resultado imputaciones a los máximos representantes de instituciones como el Gobierno Vasco ‑Lehendakari‑, el Parlamento Vasco ‑Presidente y miembros de la mesa‑ o de representantes de partidos políticos vascos –PSE-. De esta forma, la nueva legislación y su interpretación judicial están envenenando el clima político y están debilitando tanto el propio equilibrio institucional como el principio de separación de poderes.

Ahora más que nunca.

12.- El Gobierno Vasco no puede permanecer impasible ante la restricción de los derechos civiles y políticos de la ciudadanía. El hecho de que la competencia legislativa y las interpretaciones judiciales estén fundamentalmente en manos de la Administración española no puede ser una excusa para la inacción. Desde el más pleno y leal respeto institucional estamos dispuestos a aportar como Gobierno nuestro grano de arena para la necesaria rehabilitación de los derechos civiles y políticos de todos los ciudadanos y ciudadanas vascas, sin excepción.

Precisamente ahora, cuando ETA ha decidido de nuevo romper la esperanza, desde el Gobierno queremos recodar que, incluso en las circunstancias más difíciles, las instituciones democráticas deben mantener el equilibrio y la firmeza ética en la defensa de todos los derechos humanos sin distinción, también los derechos civiles y políticos.

El terrorismo de ETA es despreciable y repugna nuestros principios morales, pero no puede anular nuestra capacidad para exigir el cumplimiento de todos los derechos humanos. Porque, si respondemos a una violación de los derechos humanos con otra habremos perdido para siempre la batalla ética y democrática frente a ETA.

Toda actividad terrorista precisa, sin duda, de una respuesta. Pero es igualmente cierto que esta respuesta no puede poner en peligro las garantías ni las libertades básicas de un Estado de Derecho. Esa es la grandeza ética y moral de la Democracia frente al terrorismo. 

--------------

Por todos estos motivos, el Gobierno Vasco, guiado por los principios recogidos en el Plan de Paz y Convivencia, desea presentar el siguiente Plan de Acción en Defensa de los Derechos Civiles y Políticos en Euskadi que contiene las iniciativas que se detallan a continuación:
I. INICIATIVAS DE ACTUACIÓN DEL GOBIERNO EN DEFENSA DE LOS DERECHOS CIVILES Y POLÍTICOS DE TODAS LAS PERSONAS.
1.-
Foro de reflexión Internacional sobre la normativa antiterrorista en el ámbito estatal y europeo. 

El Gobierno Vasco, en colaboración con diversos organismos internacionales, convocará en el mes de diciembre de 2007 un seminario multidisciplinar sobre esta materia que servirá para enriquecer los trabajos de preparación del informe. 

2.-  Elaboración de un informe anual independiente sobre el respeto a los derechos civiles y políticos en Euskadi. 
Antes de que finalice este mismo año, una institución independiente y de solvencia garantizada comenzará a elaborar un informe de la situación actual en derecho comparado y jurisprudencia constitucional, en materia de derechos civiles y políticos. Sus conclusiones serán entregadas al Consejo Político del Gobierno Vasco y remitidas por el Lehendakari al Parlamento Vasco, al Parlamento Español y al Parlamento Europeo para su toma en consideración. 

3.-
Seminario Internacional sobre la aplicación de las Declaraciones Internacionales de los Derechos Humanos en Euskadi y en el Estado.
En este seminario se procederá al análisis de los pactos internacionales aprobados por las Naciones Unidas en 1966, como auténtico bloque de constitucionalidad en materia de derechos humanos. Dichos pactos de derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales –firmados y ratificados por el Estado español- complementan y desarrollan la Declaración Universal de Derechos Humanos de 1948. Junto a dichos pactos, la reunión de expertos incluirá el análisis de otros convenios internacionales de relevancia. El objetivo es difundir su contenido entre la ciudadanía, con especial atención a los mecanismos de cumplimiento efectivo de las obligaciones internacionales que dichos pactos suponen. 
4.- 
Informe sobre la situación del cierre de medios de comunicación en el ámbito vasco. 
De manera complementaria al informe sobre derechos civiles y políticos, el Gobierno Vasco solicitará a un comité internacional la elaboración de una radiografía de situación en este campo. Sus conclusiones serán también remitidas a través del Consejo Político al Parlamento Vasco, al Parlamento Español y al Parlamento Europeo. 

5.-
Jornada sobre el ejercicio efectivo del derecho a la información en Euskadi. 
En colaboración con expertos internacionales y profesionales de la comunicación, se celebrará en el último trimestre de 2007 una jornada de trabajo sobre el derecho a la información en Euskadi que servirá para enriquecer el contenido del informe anteriormente citado. El objetivo de la jornada persigue también estimular el debate sobre un código de buenas prácticas de los medios de comunicación en cuanto a agentes activos indispensables en la conformación de una opinión pública crítica e independiente en un estado democrático. 
II. PROPUESTAS DE MODIFICACIÓN DE NORMAS LEGALES 

De forma complementaria, el Gobierno Vasco a promover iniciativas concretas para la modificación de aquellas normas legales que, en nuestra opinión, suponen una restricción o vulneración de los derechos civiles o políticos. El Gobierno instará mediante los cauces oportunos, tanto en el Parlamento Vasco como en el Parlamento Español, la adopción o desarrollo de iniciativas de modificación y adecuación de la legislación penal antiterrorista, de la legislación penitenciaria, así como aquellas de índole procesal, de menores y legislación sobre partidos políticos, con el objetivo de garantizar el respeto de los ámbitos legítimos del ejercicio de las libertades fundamentales, y en particular, de la expresión, opinión, pensamiento ideología, asociación y participación política. 
Reformas jurídico-penales de índole sustantivo

1.-
Derogación del delito de amenazas colectivas por su excesiva inconcreción (derogación del art. 170 del Código Penal).

2.-
Delimitar jurídicamente lo que debe entenderse por organización terrorista (Modificación del art. 515.2 Código Penal) y revisión de la pena por asociación ilícita terrorista (Modificación del art. 516 Código Penal).

3.-
 Revisión y ajuste de los supuestos y penas contemplados en el conjunto de los artículos 571-579.

3.1.-
Modificación del delito de terrorismo con estragos o incendios terroristas, exigiéndose adicionalmente la puesta en peligro para la vida o integridad de las personas (Modificación del art. 571 Código Penal).

3.2.-
Derogación del art. 574 por su absoluta indefinición.

3.3.-
Modificación y concreción de un tipo sobre financiación de organizaciones terroristas (Modificación del art. 575 Código Penal).

3.4.-
Modificación del delito de colaboración terrorista reduciendo la pena y suprimiendo cláusulas generales imprecisas (Modificación del art. 576 Código Penal).

3.5.-
Derogación del tipo denominado de terrorismo individual, por incluir en el núcleo duro de la legislación antiterrorista conductas materialmente de menor gravedad y cualitativamente no equivalentes (Derogación del artículo 577 Código Penal).

3.6.-
Modificación y concreción del delito de apología del terrorismo (Derogación del artículo 578 Código Penal).

Reformas penitenciarias

1.-
Derogación del régimen excepcional de cumplimiento efectivo de la pena para delitos de terrorismo (Artículos 76.1.d/78.2 Código Penal).

2.-
Derogación de los presupuestos obstáculo excepcionales para el acceso al tercer grado de presos por delitos de terrorismo (Artículos 36.2/78.3 Código Penal y Artículo 72.6 Ley Orgánica General Penitenciaria).

3.-
Derogación de los presupuestos obstáculo excepcionales para el acceso a la libertad condicional de presos por delitos de terrorismo (Artículos 78.3/90.1/91.1 y 91.2/93.2 y 3 Código Penal).

4.-
Derogación de la posibilidad de clasificación/derivación excepcional a los Departamentos de primer grado para presos y preventivos por delitos de terrorismo (Derogación del Artículo 102.5.c Reglamento Penitenciario).

5.-
Desactivación de facto de la política de dispersión 

Reformas de índole procesal,  menores y ley de partidos

1.-
Desaparición del Juzgado Central de Vigilancia Penitenciaria (Art. 62 ss. Ley Orgánica del Poder Judicial).

2.-
Desaparición de la Audiencia Nacional como órgano centralizado para enjuiciar e instruir los delitos de terrorismo, tanto para adultos como para menores. (Art. 62 ss. Ley Orgánica del Poder Judicial 1985)

3.-
Derogación de los regímenes excepcionales de la legislación penal de menores por delitos de terrorismo (Art. 1.4/Art. 7.1.ñ/10.2 Ley Orgánica de Responsabilidad Penal de Menores).

4.-
Limitación de los plazos de detención en materia de delitos de terrorismo (Derogación parcial del art. 520 bis.1 –su párrafo 2- Ley de Enjuiciamiento Criminal).

5.-
Derogación del régimen de incomunicación (art. 520 bis.2/527 Ley de Enjuiciamiento Criminal).

6.-
Derogación de la Ley Orgánica de Partidos Políticos o, en su caso, derogación parcial y modificación del artículo 9.

EN CONCLUSIÓN

1. La defensa de los derechos humanos no admite exclusiones ni discriminaciones. Los derechos son indivisibles.

2. Desde un compromiso radical con la defensa de todos los derechos de todas las personas, el Gobierno Vasco repudia y condena el recurso a la violencia, denuncia a ETA por su intolerable chantaje a la ciudadanía vasca, le exige su desaparición, pero advierte que no todo vale para luchar contra el terrorismo. La lucha contra el terrorismo debe realizarse desde los parámetros del respeto a los derechos humanos y a las libertades individuales de las personas. 
3. El Gobierno entiende que la legislación excepcional contra el terrorismo tiene sus límites y considera que ésos han sido sobrepasados introduciendo a los ciudadanos en una preocupante situación de inseguridad jurídica.

4. La Ley de Partidos, la ley para el cumplimiento íntegro de las penas, la jurisprudencia creativa, el aprovechamiento por parte de algunos jueces de este marco legal para censurar, controlar, supervisar e incluso dirigir la acción política afectan de manera fundamental a derechos y libertades además de envenenar el clima político.

5. Cuando ETA nos quiere devolver a los peores momentos de sufrimiento, el Gobierno Vasco ratifica que la batalla ética y democrática contra la violencia debemos ganarla desde la legalidad y los principios morales de un Estado de Derecho. En ese camino y de acuerdo con el Plan de Paz y Convivencia, el Gobierno Vasco anuncia que antes de finalizar el año, una institución independiente y de solvencia garantizada comenzará a elaborar el primer informe sobre el respeto a los derechos civiles y políticos en Euskadi. Sus conclusiones serán entregadas a los Parlamentos Vasco, Español y Europeo.

6. Durante el mes de diciembre se desarrollará en Euskadi un seminario multidisciplinar sobre la materia que será la antesala de una cita internacional para examinar la aplicación de la Declaración Internacional de los Derechos Humanos en Euskadi y en el Estado.
7. De manera complementaria al informe sobre el estado del respeto a los derechos civiles y políticos, el Gobierno Vasco solicitará a un comité internacional la elaboración de una radiografía sobre el cierre de medios de comunicación vascos. En el último trimestre de año se realizará una jornada de trabajo sobre el ejercicio efectivo del derecho a la información en nuestro país con presencia de expertos internacionales y profesionales de la comunicación.

8. El Gobierno Vasco ejercitará las iniciativas precisas para materializar varias reformas de índole sustantivo en relación con diferentes artículos del Código Penal. También instará, mediante los cauces oportunos, varias reformas penitenciarias como, por ejemplo, la derogación del régimen excepcional de cumplimiento efectivo de la pena para  delitos de terrorismo o la desactivación de la política de dispersión. 

9. Finalmente, el Gobierno reitera su demanda de que sea derogada o, modificada parcialmente, la Ley Orgánica de Partidos Políticos y abogará por la desaparición del Juzgado Central de Vigilancia Penitencia y la Audiencia Nacional.

10. Desde su confianza en la sociedad vasca y el compromiso firme de lucha contra el terrorismo, el Gobierno Vasco no renunciará jamás a trabajar por la rehabilitación de los derechos, todos los derechos, de todos sus ciudadanos.
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